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Importancia de las Comisiones 
de la Verdad para el sistema 
interamericano 
 




Tanto la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (en adelante 
Corte Interamericana) como la 
Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (en adelante 
Comisión Interamericana) han 
reiterado la exclusiva relación 
existente entre la democracia, y la 
vigencia y respeto de los derechos 
humanos. 
 
Pero la historia de los países del 
Hemisferio se ha caracterizado por 
múltiples y reiteradas rupturas del 
orden democrático e institucional, 
situaciones de conflicto armado de 
carácter no internacional, guerras 
civiles y situaciones de violencia 
generalizada que se desarrollaron 
por largos períodos de tiempo, y que, 
en algunos casos, todavía continúan 
vigentes. En esas circunstancias, ha 
sido frecuente la violación masiva y 
sistemática de derechos humanos y 
la comisión 
de graves infracciones al derecho 
internacional humanitario. 
 
De manera que, el derecho a la 
verdad ha surgido como respuesta 
frente a la falta de esclarecimiento, 
investigación, juzgamiento y sanción 
de los casos de graves violaciones de 
derechos humanos e infracciones al 
DIH por parte de los Estados. Es a 
través de los esfuerzos para 
combatir la impunidad que los 
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órganos del sistema interamericano 
han desarrollado estándares 
regionales que dan contenido al 
derecho a la verdad, y los Estados y 
la sociedad civil han desarrollado 
enfoques e iniciativas para 
implementarlos en una amplia gama 
de conceptos. Asimismo, el derecho 
a la verdad constituye uno de los 




Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, Comisión de 
la Verdad, Derechos Humanos, 
Derechos a la verdad. 
 
Importance of Truth 
Commissions for the inter-
American system 
 
The Inter-American Court of Human 
Rights (Inter-American court) and 
the Inter-American Commission on 
Human Rights (Inter-American 
Commission) have reiterated the 
direct relationship between 
democracy and the respect of human 
rights. 
 
However, the history of countries 
from the southern hemisphere has 
been characterized by multiple 
violations of the democratic and 
institutional order, civil wars, and 
long violent conflicts which in some 
cases have not been resolved. In 
these circumstances, the massive 
violation of human rights has been 
frequent and serious infractions of 
International human rights have 
been performed. 
 
de Derechos Humanos y sistemas de 
protección. 
Therefore, the right to truth has 
emerged as an answer to the lack of 
transparency, investigation, 
prosecution, and conviction of cases 
of serious violations of human rights 
and infractions of DIH by the 
Nations. Because of the effort 
demonstrated by the members of the 
Inter-American system to combat 
this impunity, regional standards 
have been developed that give 
meaning to the right to truth, and the 
Nations and society have developed 
initiatives to widely implement them. 
The right to truth constitutes one of 





The Inter-American Court of Human 
Rights, the Inter-American 
Commission on Human Rights, the 
truth commission, human rights, the 
rights to truth. 
 
 
Importancia de las Comisiones 
de la Verdad para el sistema 
interamericano 
 
Las Comisiones de la Verdad (en 
adelante CV) son “órganos oficiales, 
temporales y de constatación de 
hechos que no tienen carácter 
judicial y se ocupan de investigar 
abusos de los derechos humanos o el 
derecho humanitario que se hayan 
cometido a lo largo de varios años” 
(ONU, Consejo de Derechos 
Humanos y justicia de transición, 
2009). 
 
Tanto la Comisión Interamericana 
como la Corte Interamericana han 
resaltado la importancia de las CV 
como un mecanismo extrajudicial de 
justicia transicional, orientado al 
esclarecimiento de situaciones de 
violaciones masivas y sistemáticas 
de derechos humanos. En ese 
sentido, en múltiples ocasiones 
ambos órganos se han valido de la 
información proporcionada por los 
informes finales de las CV como 
fuente de información y elementos 
de prueba en relación con casos 
tramitados ante el sistema 
interamericano de casos y 
peticiones. 
 
Particularmente, la Comisión 
Interamericana ha reiterado en 
varias oportunidades su apoyo a 
iniciativas que buscan investigar y 
esclarecer situaciones de violaciones 
sistemáticas de derechos humanos. 
En ese sentido, la Comisión 
Interamericana ha celebrado la 
conformación de CV, y su 
importancia para la garantía del 
derecho a la verdad tanto en su 
dimensión individual como la 
colectiva. 
 
Igualmente, la Corte Interamericana 
ha considerado el establecimiento de 
una CV como un mecanismo 
importante, para cumplir con la 
obligación del Estado de garantizar el 
derecho a conocer la verdad de lo 
ocurrido. En efecto, la Corte 
Interamericana ha sostenido que la 
instauración de una CV, dependiendo 
del objeto, el procedimiento, la 
estructura y el fin de su mandato, 
puede contribuir a la construcción y 
preservación de la memoria 
histórica, al esclarecimiento de 
hechos y a la determinación de 
responsabilidades institucionales, 
sociales y políticas en determinados 
períodos históricos de una sociedad. 
 
 
Obligaciones del derecho a la 
verdad 
 
Los órganos del sistema 
interamericano de derechos 
humanos han establecido que la 
garantía del derecho a la verdad es 
consecuencia de los derechos a las 
garantías judiciales y protección 
judicial debido que se requiere la 
investigación y esclarecimiento 
judicial de las violaciones de 
derechos humanos y la superación 
de los obstáculos legales que 
impiden la judicialización de los 
responsables; en el mismo sentido, 
en el marco de Naciones Unidas, se 
ha establecido que “muchas 
comunicaciones recibidas subrayan 
la importancia capital de los 
procedimientos penales en el 
ejercicio del derecho a la verdad”. 
(ONU, Informe de la oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, 2007) 
párr. 89.) 
 
Obligación de establecer la 
verdad de lo sucedido 
 
Los Estados tienen la obligación de 
realizar, de oficio, una búsqueda 
efectiva del paradero de las víctimas 
desaparecidas forzadamente a fin 
establecer la verdad de lo sucedido 
(Velásquez Rodriguez Vs Honduras, 
1988)(Párr. 181) (Gonzalez Medina y 
familiares Vs República Dominicana , 
2012)(Párr. 209). Es así como la 
Comisión Interamericana ha 
destacado el derecho de los 
familiares de víctimas de 
desaparición forzada a saber la 
verdad sobre lo ocurrido a sus seres 
queridos, así como la obligación del 
Estado de proporcionar un recurso 
sencillo, rápido y eficiente que 
permita cumplir con dicha 
obligación. 
 
Cabe resaltar que la propia Corte 
afirmó ya desde su primera 
sentencia en el Caso Velásquez 
Rodríguez Vs. Honduras, relacionado 
a una situación de desaparición 
forzada, la existencia de un “derecho 
de los familiares de la víctima 
de conocer cuál fue el destino de ésta 
y, en su caso, dónde se encuentran 
sus restos”, que se enmarca en el 
derecho de acceso a la justicia y la 
obligación de investigar como forma 
de reparación para conocer la verdad 
en el caso concreto (Velásquez 
Rodriguez Vs Honduras, 1988) 
(Anzualdo Castro Vs Perú, 2009) 
(Gomez Lund y otros (Guerrilha do 
Araguaia) Vs Brasil, 2010). 
Igualmente, la Comisión 
Interamericana ha enfatizado que la 
Convención Americana protege el 
derecho a obtener y a recibir 
información, especialmente en los 
casos de desaparecidos, con relación 
a los cuales el Estado está obligado a 
determinar su paradero. 
 
Es así como el derecho a la verdad 
empezó a manifestarse como un 
derecho de los familiares de víctimas 
de desaparición forzada, cuya 
obligación del Estado es la de 
adoptar todas las medidas 
necesarias para esclarecer lo 
sucedido, así como para localizar e 
identificar a las víctimas. La Corte 
Interamericana ha tomado en cuenta 
que el esclarecimiento del paradero 
final de la víctima desaparecida 
permite a los familiares aliviar la 
angustia y sufrimiento causados por 
la incertidumbre respecto del destino 
de su familiar desaparecido (Ticona 
Estrada y otros Vs Bolivia, 
2008)(Párr. 195) (Chitay Nech y 
otros Vs Guatemala, 2010)(Párr. 
222). Además, para los familiares es 
de suma importancia recibir los 
cuerpos de las personas que 
fallecieron, ya que les permite 
sepultarlos de acuerdo a sus 
creencias, y aporta un cierto grado 
de cierre al proceso de duelo que han 
estado viviendo a lo largo de los 
años. 
Por ello, la Corte Interamericana ha 
establecido que la privación al acceso 
a la verdad de los hechos acerca del 
destino de un desaparecido 
constituye una forma de trato cruel e 
inhumano para los familiares 
cercanos (Trujillo Oroza Vs Bolivia, 
2000)(Párr. 114) (Gonzalez Medina y 
familiares Vs República Dominicana , 
2012)(párr. 123), por lo cual dicha 
violación del derecho a la integridad 
personal puede estar vinculada a una 
violación de su derecho a conocer la 
verdad. 
 
Por último, como ha señalado la 
Corte Interamericana, conocer la 
localización e identificación de las 
víctimas enaltece la dignidad de las 
personas desaparecidas o 
presuntamente ejecutadas y la de 
sus familiares, quienes han luchado 
durante años por encontrar a sus 
seres queridos, así como aporta a la 
reconstrucción de su integridad 
cultural.  
 
Asimismo, la Corte Interamericana 
ha sostenido que establecer lo 
sucedido devela una verdad histórica 
que contribuye a cerrar un proceso 
de duelo y sienta un precedente para 
que violaciones graves, masivas y 
sistemáticas no vuelvan a suceder 
(Masacre de Río Negro Vs 
Guatemala, 2012) (Párr. 265) 
 
 
Comisiones de la Verdad 
 
Las actividades llevadas a cabo por 
las CV permiten avanzar en la 
construcción colectiva de la verdad 
sobre violaciones de derechos 
humanos, tomando en cuenta el 
marco histórico, social y político. Al 
mismo tiempo, el trabajo de las CV 
constituye una forma de 
reconocimiento y dignificación de las 
experiencias de las víctimas; y una 
fuente fundamental de información 
tanto para el inicio y continuación de 
procesos judiciales, como para la 
elaboración de política pública y 
mecanismos de reparación 
adecuados. Al respecto, se ha 
señalado que las contribuciones de 
las experiencias exitosas de las CV se 
vinculan, entre otras, con reconocer 
a las víctimas como sujetos de 
derechos, darles una voz y 
empoderarlas; promover la 
integración social; y proveer 
información importante para otros 
mecanismos de justicia transicional 
(Greiff, 2013) párr. 24). 
 
En el mismo sentido, la Corte 
Interamericana ha establecido que 
aun cuando las CV no sustituyen la 
obligación del Estado de establecer la 
verdad a través de procesos 
judiciales, se trata de 
determinaciones de la verdad que 
son complementarias entre sí, pues 
cada una tiene un sentido y alcance 
propio, así como potencialidades y 
límites particulares, que dependen 
del contexto en el que surgen y de 
los casos y circunstancias concretas 
que analicen (Zambrano Vélez y 
otros Vs Ecuador, 2007) párr. 128; 
(Gudiel Álvarez y otros (Diario Miliar) 
Vs Guatemala, 2012)párr. 298). 
 
El instrumento legal de creación de 
una CV establece su mandato y los 
parámetros que regirán su actuación 
tales como el plazo de duración de 
los trabajos, el objeto y alcance de la 
investigación, las finalidades, el 
período histórico y conductas 
analizadas y los mecanismos de 
composición e integración entre 
otros. Adicionalmente, una vez en 
funcionamiento, las CV dictan sus 
propios estatutos y reglamentos 
internos a fin de regular los 
pormenores de su actividad, 
organizar la distribución de tareas y 
establecer procesos de actuación 
más detallados. 
 
Debido al carácter extrajudicial de 
las CV, generalmente se han 
establecido mandatos amplios y 
multidisciplinarios (Pablo, 2012). Por 
ejemplo, en el caso de Perú el 
mandato se orientó a “esclarecer los 
hechos, procesos y 
responsabilidades” (Comisión de la 
verdad y reconciliación, Perú) y 
analizar las condiciones políticas, 
sociales y culturales. 
En cuanto al marco normativo 
aplicable, las experiencias de la 
región han analizado los hechos y 
situaciones investigados a la luz de 
los derechos y obligaciones 
derivados tanto del derecho 
nacional, como de los cuerpos 
complementarios del derecho 
internacional de los derechos 
humanos y el derecho internacional 
humanitario (Comisión de la verdad 
y reconciliación, Perú). 
 
El éxito de las labores de una CV se 
vincula directamente con la 
participación e involucramiento de la 
sociedad en estos procesos, razón 
por la cual “la consulta con los 
grupos de víctimas es prioritaria” 
(ICTJ, 2013) durante su creación. La 
Comisión Interamericana advierte 
que son pocos los casos en los que la 
necesidad de la creación de una CV 
así como su mandato ha sido 
consultado, no obstante que 
diferentes sectores de la sociedad 
civil han tenido un rol importante en 
requerir al Estado la creación de una 
CV. 
 
En cuanto al alcance del mandato de 
las CV, se ha sostenido que la 
exclusión de patrones evidentes o la 
limitación temporal frente a ciertos 
incidentes importantes genera dudas 
sobre la imparcialidad del 
mecanismo (Greiff, 2013) (Párr. 34) 
y se ha resaltado como función 
esencial de las CV la determinación y 
ubicación de víctimas, considerando 
la importante contribución de las 
exhumaciones a los procesos de 
verdad y justicia. 
Asimismo, frente a la amplitud y 
tendencia al aumento de las 
funciones de las CV, el Relator 
Especial de las Naciones Unidas 
sobre la promoción de la verdad, la 
justicia, la reparación y las garantías 
de no repetición ha subrayado que es 
predecible que las CV a las que se 
han atribuido objetivos que no tienen 
medios de satisfacer, no cumplan las 
expectativas. 
 
La Comisión Interamericana estima 
que la transparencia del mandato de 
las CV 
respecto a su función, finalidad, 
objeto y alcance de la investigación, 
período de 
tiempo y facultades de investigación 
resulta esencial para garantizar su 
legitimidad y eficacia. Asimismo, la 
Comisión Interamericana considera 
importante que el mandato sea 
sometido a consultas con la 
sociedad, a fin de que las 
expectativas y perspectivas de las 
víctimas sean adecuadamente 
valoradas y tomadas en 
consideración, favoreciendo la 
participación y confianza ciudadana, 
y contribuyendo a mantener la 
claridad sobre los resultados 
esperados del trabajo de la CV.  
 
Se ha señalado que “el marco legal 
debe ser sólido, pero flexible en el 
sentido de que debe definir los tipos 
de violaciones y los asuntos por 
examinar en términos que no sean 
exhaustivos” (ICTJ, 2013). Dado que 
la fijación de las conductas y 
períodos investigados tiene 
consecuencias jurídicas en relación 
con la determinación de la calidad de 
víctima y las eventuales 
reparaciones que pudieran 
corresponder, la Comisión 
Interamericana estima que un 
enfoque amplio otorgaría a las CV la 
flexibilidad necesaria para abordar 
adecuadamente aquellos fenómenos 
que pudieran haber resultado 
invisibilizados en el contexto de 
violaciones masivas y sistemáticas. 
En particular, la Comisión 
Interamericana destaca la 
importancia de que los mandatos de 
las CV adopten enfoques 
diferenciados (Greiff, 2013) que 
permitan tomar en cuenta las 
particularidades de las afectaciones 
provocadas. 
 
La Comisión reitera que los Estados 
están obligados a garantizar el 
acceso a la información estatal, 
especialmente, en relación con casos 
de violaciones de derechos 
humanos. En el contexto de la 
creación de una CV, el compromiso 
del 
Estado de crearla y colaborar con su 
trabajo incluye el aporte de 
información pública. Así, la falta de 
colaboración de las autoridades 
estatales en la entrega de la 
información constituye un obstáculo 
para la labor de la CV; contribuye a 
perpetuar el silencio respecto de las 
violaciones de derechos humanos. 
 
Fundamentos del derecho de la 
verdad en el derecho 
internacional 
 
El derecho de la verdad tiene que ver 
con aquella facultad de la cual deben 
gozar las sociedades para enfrentar 
un pasado en el cual fueron 
afectadas por situaciones de graves 
violaciones los derechos humanos y 
al derecho internacional 
humanitario. (Histórica, 2015). Su 
reconocimiento y tratamiento 
constituye requerimiento y garantía 
hacia la opción de conseguir la 
vigencia del Estado la convivencia 
social y la terminación del conflicto. 
 
En el año de 2005 la Comisión de 
Derechos Humanos de Naciones 
Unidas llamó la atención sobre la 
necesidad de que los marcos 
jurídicos regulatorios de los procesos 
de negociación con guerrillas, 
establecieran compromisos para 
garantizar los derechos a la verdad, 
la justicia y la reparación de las 
víctimas. 
 
Ahora bien, la discusión se centra en 
cuánta verdad es capaz de soportar 
una sociedad o si esa verdad 
promueve realmente la 
reconciliación, sin embargo, se debe 
tener en cuenta que es un proceso 
lento y complejo de elaboración 
jurídica internacional del derecho a la 
verdad. 
Importancia del derecho a la 
verdad 
 
El derecho a la verdad ha surgido 
como respuesta frente a la falta de 
esclarecimiento, investigación, 
juzgamiento y sanción de los casos 
de graves violaciones de derechos 
humanos e infracciones al DIH por 
parte de los Estados.  
 
Asimismo, el derecho a la verdad 
conforma uno de los pilares de los 
mecanismos de justicia transicional, 
entendida como una variedad de 
procesos y mecanismos asociados 
con los intentos de una sociedad por 
resolver los problemas derivados de 
un pasado de abusos a gran escala 
con el fin de que los responsables 
rindan cuentas de sus actos, servir a 
la justicia y lograr la reconciliación 
(Greiff, 2013) párr. 20). En 
particular, en contextos 
transicionales, el logro de una 
verdad completa, veraz, imparcial y 
socialmente construida, compartida, 
y legitimada es un elemento 
fundamental para la reconstrucción 
de la confianza ciudadana en la 
institucionalidad estatal. 
 
Al respecto, se ha indicado que la 
verdad, la justicia, la reparación y las 
garantías de no repetición 
contribuyen a la consecución de dos 
objetivos intermedios o mediano 
plazo, ofrecer reconocimiento a las 
víctimas y fomentar la confianza, así 
como dos objetivos finales que son 
contribuir a la reconciliación y 
reforzar el estado de derecho (Greiff, 
2013) párr. 21). Es de resaltar que 
estos pilares son complementarios, 
pero tienen un contenido y alcance 
propios, “la verdad no puede ser un 
sustituto de la justicia, la reparación 
o las garantías de no repetición” 
(Greiff, 2013) párr. 26.). 
 
El Derecho a la verdad y el 
deber de memoria 
 
El derecho a la verdad tiene su 
origen en los protocolos adicionales 
a los Convenios de Ginebra (CICR 
Protocolo I, adicional a los Convenios 
de Ginebra, Art. 32, 1977), y su 
núcleo esencial tiene que ver con el 
derecho de saber que tiene la 
sociedad y el deber de recordar que 
tiene los Estados, con referencia a 
las circunstancias históricas, sociales 
y políticas. 
 
El derecho a la verdad es una 
condición necesaria para que sean 
garantizados los derechos de las 
víctimas, a la justicia y a la 
reparación; aunque no se logre 
identificar al victimario, de manera 
que las víctimas reclaman saber lo 
que pasó, pues se trata de un 
presupuesto básico de la justicia no 
solo para acceder, sino para obtener 
una reparación de manera integral. 
 
Dicha reparación no se agota en la 
indemnización económica, sino que 
considera varias dimensiones, entre 
las cuales se encuentran: la 
rehabilitación, restitución, 
reparación simbólica y medidas de 
satisfacción, las cuales están 
enfocadas en la recuperación de la 
memoria. 
Concordante con lo anterior, se tiene 
que establecer los motivo, las 
modalidades, el tipo de victimización 
y todos los daños ocasionados por 
parte del victimario para poder llegar 
a establecer la “conexión entre las 
medidas de satisfacción y las 
consecuencias ocasionadas frente a 
las comunidades o las víctimas 
individualmente” (Histórica, 2015). 
 
Los principios y directrices básicos 
sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones de las normas 
internacionales de derechos 
humanos y del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y 
obtener reparaciones, se establece 
que la garantía del derecho a la 
verdad contribuye a la reparación 
integral, como parte de la 
satisfacción, pues en dichos 
principios se consigna la necesidad 
de “la verificación de los hechos y la 
difusión pública y completa de la 
verdad” (ONU, Informe Anual, 
2005). 
Los efectos del olvido son peligrosos 
y onerosos, en términos sociales y 
morales, por cuanto el derecho de la 
verdad constituye una premisa 
necesaria para evitar la repetición de 
las graves violaciones de derechos 
humanos sucedidas. 
   
Conceptualización del Derechos 
a la verdad 
 
El derecho a la verdad no se 
encuentra explícitamente recogido 
en los instrumentos interamericanos 
de derechos humanos. No obstante, 
desde sus inicios tanto la Comisión 
Interamericana como la Corte 
Interamericana han determinado el 
contenido del derecho a la verdad y 
las consecuentes obligaciones de los 
Estados a través del análisis integral 
de una serie de derechos 
                                                          
2 Artículo XVIII de la Declaración Americana: 
“Toda persona puede ocurrir a los tribunales 
para hacer valer sus derechos. Así mismo 
debe disponer de un procedimiento sencillo y 
breve por el cual la justicia lo ampare contra 
actos de la autoridad que violen, en perjuicio 
suyo, alguno de los derechos fundamentales 
consagrados constitucionalmente” 
establecidos tanto en la Declaración 
Americana sobre los Derechos y 
Deberes del Hombre, como en la 
Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 
 
Se abordará el derecho a la verdad a 
partir de los siguientes puntos: 
i) la consolidación del 
derecho a la verdad en el 
sistema interamericano, 
ii) derecho a la verdad como 
medida de reparación y  
iii) la importancia de las 
comisiones de la verdad en 
el sistema interamericano. 
 
 
i) Consolidación y 
contenido del derecho a 
la verdad en el sistema 
interamericano 
 
El derecho a la verdad se ha 
consolidado como una garantía 
establecida tanto en la Declaración 
Americana como en la Convención 
Americana, de manera que la 
Comisión y la Corte Interamericana 
han sostenido que el derecho a la 
verdad se vincula de manera directa 
con los derechos a las garantías 
judiciales y protección judicial, los 
cuales se encuentran establecidos en 
los artículos XVIII2 y XXIV3 de la 
Declaración Americana, así como en 
los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana. 
 
Bajo dichas disposiciones, el derecho 
a la verdad comprende una doble 
3 Artículo XXIV de la Declaración Americana: 
“Toda persona tiene derecho de presentar 
peticiones respetuosas a cualquiera 
autoridad competente, ya sea por motivo de 
interés general, ya de interés particular, y el 
de obtener pronta resolución”. 
dimensión. En primer lugar, se 
reconoce el derecho de las víctimas 
y sus familiares a conocer la verdad 
con respecto a los hechos que dieron 
lugar a graves violaciones de los 
derechos humanos, así como el 
derecho a conocer la identidad de 
quienes participaron en ellos 
(Velásquez Rodriguez Vs Honduras, 
1988) (Kawas Fernández Vs 
Honduras, 2009) (Anzualdo Castro 
Vs Perú, 2009). Ello implica que el 
derecho a la verdad acarrea la 
obligación de los Estados de 
esclarecer, investigar, juzgar y 
sancionar a las personas 
responsables de los casos de graves 
violaciones de derechos humanos 
(Gomez Lund y otros (Guerrilha do 
Araguaia) Vs Brasil, 2010), así como, 
dependiendo de las circunstancias de 
cada caso, garantizar el acceso a la 
información sobre graves violaciones 
de derechos humanos que se 
encuentran en instalaciones y 
archivos estatales (Gelman Vs 
Uruguay, 2011) (Contreras y otros 
Vs El Salvador, 2011). 
 
En segundo lugar, se ha consolidado 
la noción que este derecho no sólo 
corresponde a las víctimas y sus 
familiares, sino también a la 
sociedad en su conjunto. Al respecto, 
la Comisión Interamericana ha 
sostenido que toda la sociedad tiene 
el “irrenunciable derecho de conocer 
la verdad de lo ocurrido, así como las 
razones y circunstancias en las que 
aberrantes delitos llegaron a 
cometerse, a fin de evitar que esos 
hechos vuelvan a ocurrir en el 
futuro” (Informe CIDH, 1985-1986) 
 
De manera que es importante 
mencionar, la protección judicial, las 
garantías judiciales, y el acceso a la 
información. 
 
1. Derechos a las garantías judiciales 
y a la protección judicial 
 
De conformidad con la jurisprudencia 
de la Corte Interamericana, el 
derecho a la verdad es considerado 
como elemento fundamental de los 
derechos a las garantías judiciales y 
a la protección judicial (Caso de la 
Masacre de Pueblo Bello Vs 
Colombia, 2006) (Blanco Romero y 
otros Vs Venezuela, 2005).  
 
Dicho reconocimiento fue realizado 
por primera vez en la sentencia del 
año 2000 en el Caso Bámaca 
Velásquez Vs. Guatemala, donde la 
Corte reconoció expresamente que el 
derecho a la verdad se encuentra 
subsumido en el derecho de la 
víctima o sus familiares, para 
obtener de los organismos 
competentes del Estado el 
esclarecimiento de los hechos 
violatorios y las responsabilidades 
correspondientes, a través de la 
investigación y el juzgamiento que 
provienen de los derechos a las 
garantías judiciales y protección 
judicial, establecidos en los artículos 
8 y 25 de la Convención Americana. 
 
Asimismo, la Comisión 
Interamericana ha puntualizado que 
el derecho a la verdad surge como 
una consecuencia básica e 
indispensable para todo Estado Parte 
en la Convención Americana de 
conformidad con el artículo 1.1 del 
mencionado instrumento, puesto 
que el desconocimiento de hechos 
relacionados con violaciones de los 
derechos humanos significa, en la 
práctica, que no se cuenta con un 
sistema de protección capaz de 
garantizar la identificación y 
eventual sanción de los 
responsables. 
 
En ese sentido, el derecho a la 
verdad ha sido entendido como una 
justa expectativa que el Estado debe 
satisfacer a las víctimas de 
violaciones de derechos humanos y a 
sus familiares (Masacre Plan 
Sanchez Vs Guatemala, 2004) (Tibi 
Vs Ecuador, 2004). Por ello, la plena 
garantía de los derechos a las 
garantías judiciales y protección 
judicial busca combatir la impunidad, 
entendida ésta como “la falta en su 
conjunto de investigación, 
persecución, captura, enjuiciamiento 
y condena de los responsables de las 
violaciones de los derechos 
protegidos por la Convención 
Americana” (Ivcher Bronstein Vs 
Perú, 2001).  
 
De lo contrario, la falta de diligencia 
del Estado propicia la repetición 
crónica de las violaciones de 
derechos humanos y la total 
indefensión de las víctimas y de sus 
familiares. Es por ello que las 
víctimas de violaciones a los 
derechos humanos o sus familiares 
tienen el derecho a que se haga todo 
lo necesario para conocer la verdad 
de lo sucedido a través de una 
investigación efectiva, el 
procesamiento de los responsables 
de los ilícitos, la imposición de las 
sanciones pertinentes, y la 
indemnización de los daños y 
perjuicios que hubieren sufrido los 
familiares. 
 
La Comisión Interamericana ha 
sostenido que en casos de crímenes 
de lesa humanidad, crímenes de 
guerra y/o violaciones a los derechos 
humanos que tienen carácter 
imprescriptible como los asesinatos, 
las desapariciones forzadas, las 
violaciones sexuales, los traslados o 
desplazamientos forzosos, las 
torturas, los actos inhumanos 
destinados a causar la muerte o 
graves daños a la integridad física y 
mental, los ataques contra la 
población civil o bienes, el 
reclutamiento de niños, niñas y 
adolescentes, los Estados tienen un 
deber reforzado de investigación y 
esclarecimiento de los hechos. 
Igualmente, el esclarecimiento de la 
verdad de lo sucedido adquiere una 
relevancia particular cuando los 
hechos se desarrollan “dentro de un 
conflicto armado no internacional” 
(Gudiel Álvarez (Diario Militar) Vs 
Guatemala, 2012). 
 
Ahora bien, la Comisión 
Interamericana ha establecido que la 
investigación judicial debe ser 
emprendida de buena fe, de manera 
diligente, exhaustiva e imparcial, y 
debe estar orientada a explorar 
todas las líneas investigativas 
posibles que permitan la 
identificación de los autores del 
delito, para su posterior juzgamiento 
y sanción. 
 
De igual forma, la Corte 
Interamericana ha determinado que 
las autoridades encargadas de las 
investigaciones tienen el deber de 
asegurar que en el curso de las 
mismas se valoren los patrones 
sistemáticos que permitieron la 
comisión de graves violaciones de los 
derechos humanos (Masacre de la 
Rochela vs Colombia, 2007) 
(Contreras y otros Vs El Salvador, 
2011). Asimismo, para garantizar su 
efectividad, las investigaciones 
deben ser conducidas tomando en 
cuenta la complejidad de este tipo de 
hechos y de la estructura en la cual 
se ubican las personas 
probablemente involucradas en los 
mismos, de acuerdo al contexto en 
que ocurrieron, evitando así 
omisiones en la recaudación de 
prueba y en el seguimiento de líneas 
lógicas de investigación 
 
Adicionalmente, la Corte 
Interamericana ha establecido que, 
si bien el deber de investigar es una 
obligación de medio y no de 
resultado, ello no significa que la 
investigación pueda ser emprendida 
como una simple formalidad 
condenada de antemano a ser 
infructuosa. Por el contrario, la Corte 
Interamericana ha precisado que 
“cada acto estatal que conforma el 
proceso investigativo, así como la 
investigación en su totalidad, debe 
estar orientado hacia una finalidad 
específica, la determinación de la 
verdad y la investigación, 
persecución, captura, enjuiciamiento 
y, en su caso, sanción de los 
responsables de los hechos” 
(Masacre de Río Negro Vs 
Guatemala, 2012) (Cantoral 
Huamaní y García Santa Cruz Vs 
Perú, 2007). En ese sentido, la 
investigación debe ser realizada con 
todos los medios legales disponibles 
y debe comprender la 
responsabilidad tanto de los autores 
intelectuales como materiales, 
especialmente cuando están o 
puedan estar involucrados agentes 
estatales. 
 
En cuanto a la participación de las 
personas más afectadas, la Corte 
Interamericana ha indicado que los 
Estados tienen la obligación de 
garantizar el derecho de las víctimas 
o sus familiares de participar en 
todas las etapas de los respectivos 
procesos, de manera que puedan 
hacer planteamientos, recibir 
informaciones, aportar pruebas, 
formular alegaciones y, en síntesis, 
hacer valer sus derechos. 
Dicha participación deberá tener 
como finalidad el acceso a la justicia, 
el conocimiento de la verdad de lo 
ocurrido y el otorgamiento de una 
justa reparación.  
Sin perjuicio de ello, la búsqueda 
efectiva de la verdad corresponde al 
Estado, y no puede hacerse 
depender de la iniciativa procesal de 
la víctima, de sus familiares o de la 
aportación privada de elementos 
probatorios (Velásquez Rodriguez Vs 
Honduras, 1988). 
 
Los órganos del sistema 
interamericano también han 
resaltado que el derecho a conocer la 
verdad sobre lo sucedido no se limita 
a las víctimas y sus familiares, sino 
también a la sociedad en su 
conjunto. En ese sentido, la Corte 
Interamericana ha sostenido que en 
una sociedad democrática dicho 
derecho es una justa expectativa que 
el Estado debe satisfacer, por un 
lado, mediante la obligación de 
investigar de oficio las graves 
violaciones de derechos humanos y, 
por el otro, con la divulgación pública 
de los resultados de los procesos 
penales e investigativos (Las 
Palmeras Vs Colombia, 2002). 
 
La Corte Interamericana, también ha 
señalado que la satisfacción de la 
dimensión colectiva del derecho a la 
verdad exige la determinación 
procesal de la más completa verdad 
histórica posible, lo cual incluye la 
determinación judicial de los 
patrones de actuación conjunta y de 
todas las personas que de diversas 
formas participaron en dichas 
violaciones y sus correspondientes 
responsabilidades (Masacre de la 
Rochela vs Colombia, 2007) (Chitay 
Nech y otros Vs Guatemala, 2010). 
El cumplimiento de dichas 
obligaciones resulta necesario para 
garantizar la integralidad de la 
construcción de la verdad y la 
investigación completa de las 
estructuras en las que se enmarcan 
las violaciones de derechos 
humanos. 
 
Ahora bien, en contextos de justicia 
transicional, la Comisión 
Interamericana ha reconocido la 
complejidad de estos escenarios 
para garantizar los componentes de 
justicia, verdad, reparación y 
reconciliación; indica, que es 
consciente de que los Estados tienen 
el derecho y el deber de fomentar 
políticas e implementar programas 
que tiendan a la reconciliación de sus 
pueblos. Sin perjuicio de ello, al 
momento de diseñar tales marcos, 
existen ciertas obligaciones 
internacionales que deben ser 
observadas. 
 
En ese sentido, cabe resaltar que en 
la ONU se ha indicado que los 
parámetros para el análisis de los 
mecanismos utilizados por el Estado 
en estos contextos proceden del 
Conjunto de principios actualizados 
para la protección y la promoción de 
los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad, los 
principios y directrices básicos sobre 
el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario a 
interponer recursos y obtener 
reparaciones, y las Resoluciones 
12/11 y 12/12 del Consejo de 
Derechos Humanos sobre Derechos 
humanos y justicia de transición, y 
Derecho a la verdad (ONU, Consejo de 
Derechos Humanos y justicia de transición, 
2009), respectivamente. Asimismo, 
sobre la importancia de observar 
tales obligaciones, el Relator Especial 
sobre verdad, justicia, reparación y 
garantías de no repetición de la ONU 
ha sostenido que: 
 
[...] la Justicia Transicional es 
una estrategia para lograr 
que la justicia corrija 
violaciones masivas de 
derechos humanos en 
tiempos de transición; no es 
un nombre para una forma de 
justicia distinta. La 
satisfacción ofrecida por la 
justicia no se puede lograr sin 
verdad, justicia, reparaciones 
y garantías de no-repetición. 
 
Asimismo, sólo un enfoque 
integral para la 
implementación de estas 
medidas puede 
efectivamente responder a 
esta tarea y poner a las 
víctimas en el centro de todas 
las respuestas. […] El 
reconocimiento de las 
víctimas como individuos y 
sujetos de derecho es 
esencial en cualquier intento 
por remediar las violaciones 
masivas de los Derechos 
Humanos y prevenir que se 
repitan. La reconciliación no 
puede constituir una nueva 
carga que pese sobre los 
hombros de quienes han sido 
victimizados (Pablo, 2012). 
 
En base a dichos parámetros, la 
Comisión Interamericana ha 
indicado que un componente para el 
establecimiento de una paz 
duradera es que el marco de justicia 
transicional sea aplicado como un 
sistema de incentivos útiles a la 
verdad, a la individualización y 
sanción de los responsables y a la 
reparación de las víctimas, 
igualmente ha destacado que en la 
aplicación de una ley de justicia 
transicional, la satisfacción de los 
componentes de verdad y 
reparación deben ser rigurosamente 
examinados y confirmados, como 
condición imprescindible para la 
imposición, por ejemplo, de un 
sanción atenuada a un perpetrador.  
 
Adicionalmente, la Comisión 
Interamericana ha indicado que los 
acuerdos de carácter político 
celebrados entre las partes en 
conflicto no pueden eximir de ningún 
modo al Estado de las obligaciones y 
responsabilidades que éste ha 
asumido en virtud de la ratificación, 
tanto de la Convención Americana 
como de otros instrumentos 
internacionales sobre la materia 
(Interamericana, 1993). 
 
En virtud de lo señalado, la Comisión 
Interamericana quiere resaltar que 
ninguna medida estatal que se 
adopte en materia de justicia puede 
sobrevenir en la ausencia total de 
investigación de ningún caso de 
violaciones de derechos humanos. 
Igualmente, la Corte Interamericana 
ha resaltado que en casos de graves 
violaciones de derechos humanos, la 
obligación de investigar no puede 
                                                          
4 CIDH, Informe No. 136/99, Caso 10.488, El 
Salvador, 22 de diciembre de 1999. Así mismo, el 
Principio 24 de los “Principios y directrices básicos 
sobre el derecho de las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones” establece que 
desecharse o condicionarse por 
actos o disposiciones normativas 
internas de ninguna índole 
(Contreras y otros Vs El Salvador, 
2011) (Masacre de Río Negro Vs 
Guatemala, 2012).  
 
 
2. Derecho de acceso a la 
información y obligación de 
desclasificación de documentos 
 
En contextos transicionales, los 
derechos a la libertad de expresión y 
al acceso a la información adquieren 
una importancia estructural. En ese 
sentido, la Comisión Interamericana 
ha indicado que los Estados tienen la 
obligación de garantizar a las 
víctimas y sus familiares el acceso a 
la información acerca de las 
circunstancias que rodearon las 
violaciones graves de los derechos 
humanos4. Por lo cual se resalta que 
el derecho a ser informado sobre lo 
sucedido y de acceder a la 
información también incluye a la 
sociedad en general (Myrna Mack 
Chang Vs Guatemala, 2003) en 
tanto resulta esencial para el 
desarrollo de los sistemas 
democráticos. 
 
En particular, la Comisión 
Interamericana sostuvo que dicha 
información debe comprender: 
 
(i) la conducta de quienes se 
hayan involucrado en la 
comisión de violaciones 
“las víctimas y sus representantes han de tener 
derecho a solicitar y obtener información sobre las 
causas de su victimización y sobre las causas y 
condiciones de las violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos humanos y 
de las violaciones graves del derecho internacional 
humanitario, así como a conocer la verdad acerca 
de esas violaciones”. 
graves a los derechos 
humanos o el derecho 
internacional humanitario, 
especialmente en caso de 
masividad o sistematicidad;  
 
(ii) los elementos de 
carácter objetivo y subjetivo 
que contribuyeron a crear 
las condiciones y 
circunstancias dentro de las 
cuales conductas atroces 
fueron perpetradas e 
identificar los factores de 
índole normativa y fáctica 
que dieron lugar a la 
aparición y el 
mantenimiento de las 
situaciones de impunidad;  
 
(iii) los elementos para 
establecer si los 
mecanismos estatales 
sirvieron de marco a la 
consumación de conductas 
punibles; 
 
(iv) la identificación de las 
víctimas y sus grupos de 
pertenencia, así como a 
quienes hayan participado 
de actos de victimización; y 
  
(v) la comprensión del 
impacto de la impunidad 
(Humanos, Informe sobre el 
proceso de desmovilización 
en Colombia, 2004). 
 
De igual manera, los órganos del 
sistema interamericano han 
enfatizado que es, con fundamento 
en estos derechos que es posible 
reconstruir el pasado, reconocer los 
errores cometidos, reparar a las 
víctimas y formar una opinión 
pública vigorosa que contribuya a la 
recuperación democrática y a la 
reconstrucción del Estado de 
Derecho (Demanda ante la Corte 
Interamericana de Derechos 
Humanos, 2010). La Comisión 
Interamericana ha resaltado que el 
deber de recordar, como 
consecuencia del derecho a la 
verdad, resulta de suma importancia 
a fin de evitar la recurrencia de 
violaciones en el futuro y constituye 
una garantía indispensable para 
asegurar la implementación de 
medidas de no repetición de los 
hechos de pasado (Humanos, 
Informe Relatoria Especial para la 
Libertad de Expresión, 2009). 
En el mismo sentido, la garantía del 
derecho de acceso a la información 
en supuestos de graves violaciones 
de derechos humanos es 
fundamental para disolver los 
enclaves autoritarios que pretenden 
sobrevivir a la transición 
democrática y constituye una 
condición necesaria para promover 
la rendición de cuentas y la 
transparencia en la gestión estatal, 
así como para prevenir la corrupción 
y el autoritarismo. 
 
En concordancia con anterior, la 
Comisión Interamericana, ha 
sostenido que las víctimas y sus 
familiares, así como la sociedad 
tienen derecho a conocer la 
información sobre graves 
violaciones de derechos humanos 
que repose en los archivos del 
Estado, incluso, si tales archivos se 
encuentran en las agencias de 
seguridad o en dependencias 
militares o de policía. Igualmente, 
en el Caso Gudiel Álvarez y otros 
(Diario Militar) Vs. Guatemala, la 
Corte remarcó que los Estados 
deben garantizar el esclarecimiento 
de la verdad histórica relacionada 
con graves violaciones a los 
derechos humanos. Ello supone que 
la obligación de acceso a la 
información en casos de graves 
violaciones a los derechos humanos 
contempla un conjunto de 
obligaciones positivas o de hacer. 
 
En primer lugar, los órganos del 
sistema interamericano han indicado 
que el Estado, al imponer una 
limitación, tiene la obligación de 
definir en forma precisa y clara, a 
través de una ley en sentido formal 
y material, las causales para 
restringir el acceso a cierta 
información (Claude Reyes y otros 
Vs Chile, 2006) (Gomez Lund y otros 
(Guerrilha do Araguaia) Vs Brasil, 
2010). El derecho de acceso está 
regido por los principios de buena fe 
y máxima trasparencia, por lo cual, 
en principio, la información en poder 
del Estado debe ser pública salvo las 
excepciones limitadas establecidas 
por la ley. 
 
Por otra parte, cuando el Estado 
alega la protección de la seguridad 
nacional, debe demostrar, ante una 
autoridad imparcial, que hacer 
pública dicha información puede 
producir una afectación grave, real, 
objetiva y actual de las actividades 
de defensa propias de un Estado 
democrático. En todo caso, 
excepciones como Seguridad del 
Estado, Defensa nacional u Orden 
público deben ser definidas e 
interpretadas de conformidad con el 
marco jurídico interamericano y, en 
particular, con la Convención 
Americana (Humanos, Informe 
Relatoria Especial para la Libertad 
de Expresión, 2009). 
En estos términos, sería 
inaceptable, por ejemplo, considerar 
como objetivo legítimo del Estado la 
protección de la seguridad nacional 
bajo los parámetros de la llamada 
doctrina de la seguridad nacional, al 
amparo de la cual se llevó a cabo 
una política represiva adoptada por 
distintos regímenes autoritarios en 
la región. 
 
Tal como la Corte Interamericana ha 
establecido, en casos de violaciones 
de derechos humanos, las 
autoridades estatales no pueden 
ampararse legítimamente en 
mecanismos como el secreto de 
Estado o la confidencialidad de la 
información, o en razones de interés 
público o seguridad nacional, para 
dejar de aportar la información 
requerida por las autoridades 
judiciales o administrativas 
encargadas de la investigación o 
proceso pendientes (Myrna Mack 
Chang Vs Guatemala, 2003) (Tiu 
Tojín Vs Guatemala, 2008) (Gomez 
Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) 
Vs Brasil, 2010). Varios países de la 
región han adoptado normas que 
establecen que la información sobre 
violaciones de derechos humanos no 
sólo debe ser entregada a las 
autoridades encargadas de 
investigar estos crímenes, sino que 
en ningún caso puede mantenerse 
bajo reserva. 
 
Adicionalmente, no puede permitirse 
que la decisión de calificar como 
secreta la información en estos 
supuestos y de negar su entrega 
dependa exclusivamente de un 
órgano estatal a cuyos miembros se 
les atribuye la comisión del hecho 
ilícito. De igual modo, tampoco 
puede quedar a su discreción la 
decisión final sobre la existencia de 
la documentación solicitada (Myrna 
Mack Chang Vs Guatemala, 2003). 
Al respecto, en el Caso Gomes Lund 
y otros (Guerrilha do Araguaia) Vs. 
Brasil, la Corte Interamericana 
estableció determinadas 
obligaciones en relación con el 
derecho al a acceso a la información 
al sostener que: 
 
el Estado no puede 
ampararse en la falta de 
prueba de la existencia de 
los documentos solicitados, 
sino que, por el contrario, 
debe fundamentar la 
negativa a proveerlos, 
demostrando que ha 
adoptado todas las medidas 
a su alcance para 
comprobar que, 
efectivamente, la 
información solicitada no 
existía. Resulta esencial 
que, para garantizar el 
derecho a la información, 
los poderes públicos actúen 
de buena fe y realicen 
diligentemente las acciones 
necesarias para asegurar la 
efectividad de ese derecho, 
especialmente cuando se 
trata de conocer la verdad 
de lo ocurrido en casos de 
violaciones graves de 
derechos humanos […]. 
Alegar ante un 
requerimiento judicial […], 
la falta de prueba sobre la 
existencia de cierta 
información, sin haber 
indicado, al menos, cuáles 
fueron las diligencias que 
realizó para confirmar o no 
su existencia, posibilita la 
actuación discrecional y 
arbitraria del Estado de 
facilitar o no determinada 
información, generando con 
ello inseguridad jurídica 
respecto al ejercicio de ese 
derecho 
 
En segundo lugar, el Estado debe 
contar con un recurso judicial 
sencillo, rápido y efectivo que, en los 
casos en que una autoridad pública 
niegue una información, determine 
si se produjo una vulneración del 
derecho del solicitante a la 
información y en su caso, se ordene 
al órgano correspondiente la entrega 
de la misma (Gomez Lund y otros 
(Guerrilha do Araguaia) Vs Brasil, 
2010). Es así como las autoridades 
judiciales deben tener la posibilidad 
de acceder a la información in 
cámara o a visitas in loco para 
determinar, bien si los argumentos 
de otras agencias del Estado son 
legítimos, o para comprobar si una 
información que se ha reputado 
inexistente efectivamente lo es. 
 
En tercer lugar, la Corte 
Interamericana ha establecido que 
las autoridades estatales están 
obligadas a colaborar en la 
recaudación de la prueba para 
alcanzar los objetivos de una 
investigación y abstenerse de 
realizar actos que impliquen 
obstrucciones para la marcha del 
proceso investigativo (García Prieto 
y otros Vs El Salvador, 2007) 
(Contreras y otros Vs El Salvador, 
2011).  
En consecuencia, el Estado tiene la 
obligación de producir, recuperar, 
reconstruir o captar la información 
que necesita para el cumplimiento 
de sus deberes, según lo establecido 
por normas internacionales, 
constitucionales o legales. En ese 
sentido, por ejemplo, si una 
información que debía custodiar fue 
destruida o ilegalmente sustraída, y 
la misma era necesaria para 
esclarecer violaciones de derechos 
humanos, el Estado debe adelantar, 
de buena fe, todos los esfuerzos a su 
alcance para recuperar o reconstruir 
dicha información. 
 
En cuarto lugar, la Comisión 
Interamericana también ha 
señalado que los esfuerzos estatales 
para garantizar el acceso a la 
información tendrían que incluir la 
apertura de los archivos para que las 
instituciones que investigan los 
hechos puedan hacer inspecciones 
directas; la realización de 
inventarios y rastreos en las 
instalaciones oficiales; el impulso de 
operativos de búsqueda que 
incluyan allanamientos a los lugares 
en los cuales la información puede 
reposar; la realización de audiencias 
e interrogatorios a quienes pueden 
saber dónde se encuentra o a 
quienes pueden reconstruir lo 
sucedido, razón por la cual la 
Comisión Interamericana ha 
enfatizado que el llamado público a 
que quienes tengan documentos los 
entreguen no es suficiente para 
satisfacer las obligaciones 
mencionadas. 
 
En quinto lugar, el derecho de 
acceso a la información que se 
impone a los Estados, entre otros, el 
deber de preservar y facilitar el 
acceso a los archivos estatales, 
cuando éstos existieran; y de 
crearlos y preservarlos cuando no 
estuvieran recopilados u 
organizados como tales. De manera 
que cuando se trata de graves 
violaciones de derechos humanos, la 
información que pueden reunir estos 
archivos posee un valor innegable y 
es indispensable no sólo para 
impulsar las investigaciones sino 
para evitar que hechos aberrantes 
puedan repetirse (Humanos, 
Informe Relatoria Especial para la 
Libertad de Expresión, 2009). Esta 
práctica ya se ha reflejado en 
algunos países de la región que han 
creado archivos de la memoria, 
encargados de recopilar, analizar, 
clasificar y difundir los documentos, 
testimonios y otro tipo de 
información vinculados con las 
violaciones de derechos humanos en 
el pasado reciente. 
 
Adicionalmente, la Comisión 
Interamericana enfatiza la 
importancia de que los Estados 
aporten información que dispongan 
en sus archivos a fin de apoyar los 
esfuerzos de un país de investigar o 
recopilar documentación sobre 
graves violaciones a los derechos 
humanos, además considera que el 
apoyo y compromiso de la 
comunidad internacional en este 
aspecto resulta vital para garantizar 
el derecho a la verdad en Estados 
que sufrieron épocas de graves 
violaciones a los derechos humanos. 
 
Finalmente, la Comisión 
Interamericana considera que, dada 
la gravedad de los crímenes 
internacionales, así como la 
importancia de la obligación de 
investigar, procesar, sancionar y 
reparar, los Estados deben cooperar 
a fin de evitar la impunidad y la 
consecuente afectación al derecho a 
la verdad de las víctimas, sus 
familiares y la sociedad en su 
conjunto. Al respecto, la Comisión 
Interamericana ha indicado que la 
evolución de la normativa 
internacional ha permitido 
consolidar la figura de la jurisdicción 
universal, la cual constituye un 
mecanismo importante de justicia 
(Resolución sobre el juzgamiento de 
crímenes internacionales, 2003). La 
jurisdicción universal faculta a los 
Estados para establecer su 
jurisdicción con el fin de perseguir, 
procesar y sancionar a quienes 
aparezcan como responsables de 
graves crímenes contra el derecho 
internacional, al margen de que el 
delito se haya cometido en la 
jurisdicción del Estado o que el 
perpetrador sea nacional de dicho 
Estado5. 
 
En ese sentido, la Comisión 
Interamericana ha exhortado a los 
Estados miembros de la OEA a 
combatir la impunidad de los 
perpetradores de crímenes 
internacionales a través del ejercicio 
de la jurisdicción universal o en su 
caso de su extradición a fin de 
asegurar su juzgamiento. 
 
 
ii) Derecho a la verdad 
como medida de 
reparación 
 
Desde sus primeras sentencias, la 
Corte Interamericana ha indicado 
que, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 63.1 de la Convención 
Americana, toda violación de una 
obligación internacional que haya 
producido daño comporta el deber 
de reparar adecuadamente a cada 
víctima (Velásquez Rodriguez Vs 
Honduras, 1988).  
 
                                                          
5 Esta jurisdicción universal se ve reflejada 
en instrumentos tales como los Convenios de 
Ginebra de 1949. Asimismo, una serie de 
instrumentos normativos regionales e 
internacionales contemplan múltiples bases 
de jurisdicción para el juzgamiento de 
crímenes internacionales. Entre otras, la 
Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, y la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas, en el ámbito de la OEA, así 
como la Convención contra la Tortura y Otros 
La reparación, de acuerdo con la 
Corte Interamericana, es el término 
genérico que comprende las 
diferentes formas en que un Estado 
puede hacer frente a la 
responsabilidad internacional en que 
ha incurrido (Garrido y Baigorra Vs 
Argentina, 1998). Por su parte, la 
Comisión Interamericana ha 
reconocido que los Estados pueden 
adoptar diferentes medidas de 
reparación que impliquen 
mecanismos judiciales y no 
judiciales. 
 
La jurisprudencia del sistema 
interamericano ha establecido en 
diversas ocasiones que las víctimas 
de violaciones de derechos humanos 
tienen derecho a la reparación 
adecuada del daño sufrido, la cual 
debe concretizarse mediante 
medidas individuales tendientes a 
restituir, indemnizar y rehabilitar a 
la víctima, así como medidas de 
satisfacción de alcance general y 
garantías de no repetición. La Corte 
Interamericana ha establecido que 
“en casos de violaciones de derechos 
humanos el deber de reparar es 
propio del Estado, por lo que, si bien 
las víctimas o sus familiares deben 
tener amplias oportunidades 
también en la búsqueda de una justa 
compensación en el derecho interno, 
este deber no puede descansar 
exclusivamente en su iniciativa 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, y la Convención Internacional 
contra la Toma de Rehenes en el ámbito de 
las Naciones Unidas obligan a los Estados a 
tomar medidas para juzgar en su jurisdicción 
estos crímenes o de lo contrario los obligan a 
extraditar a las personas acusadas para su 
juzgamiento. CIDH, Resolución No. 1/03, 
Sobre juzgamiento de crímenes 
internacionales, 24 de octubre de 2003. 
Disponible en: 
http://www.cidh.oas.org/reso.1.03.htm 
procesal o en la aportación privada 
de elementos probatorios” (Masacre 
de la Rochela vs Colombia, 
2007)(Párr.220).  
Asimismo, en situaciones de 
discriminación estructural, “las 
reparaciones deben tener una 
vocación transformadora de dicha 
situación, de tal forma que las 
mismas tengan un efecto no sólo 
restitutivo sino también correctivo” 
(González y otras ("Campo 
Algodonero") Vs México, 
2009)(Párr. 450). 
 
Al ser una obligación de los Estados 
derivada de las garantías de justicia, 
el derecho a la verdad también 
constituye una forma de reparación 
en casos de violaciones de derechos 
humanos. En efecto, el 
reconocimiento de las víctimas es 
relevante porque significa una forma 
de admitir la importancia y el valor 
de las personas en tanto individuos, 
víctimas y titulares de derechos 
(Pablo, 2012). Asimismo, el 
conocimiento de las circunstancias 
de modo, tiempo y lugar, las 
motivaciones y la identificación de 
los perpetradores son elementos 
fundamentales para reparar 
integralmente a las víctimas de 
violaciones de derechos humanos. 
La Comisión Interamericana ya ha 
establecido que: 
  
forma parte del derecho a 
reparación por violaciones 
de los derechos humanos, 
en su modalidad de 
satisfacción y garantías de 
no repetición, el derecho 
que tiene toda persona y la 
sociedad a conocer la 
verdad íntegra, completa y 
pública sobre los hechos 
ocurridos, sus 
circunstancias específicas y 
quiénes participaron en 
ellos. El derecho de una 
sociedad a conocer 
íntegramente su pasado no 
sólo se erige como un modo 
de reparación y 
esclarecimiento de los 
hechos ocurridos, sino que 
tiene el objeto de prevenir 
futuras violaciones (CIDH, 
Informe 37/00 Monseñor 
Oscar Arnulfo Romero y 
Galdámez, El Salvador, 
2000) 
 
En el mismo sentido, la Corte 
Interamericana ha considerado la 
obligación de investigar como una 
forma de reparación, ante la 
necesidad de remediar la violación 
del derecho a conocer la verdad en 
el caso concreto (Kawas Fernández 
Vs Honduras, 2009), (Anzualdo 
Castro Vs Perú, 2009). En 
consecuencia, la Corte 
Interamericana ha establecido de 
manera detallada y pormenorizada 
los elementos que conducen al 
cumplimiento del derecho a la 
verdad como medida de reparación. 
 
En particular, la Corte 
Interamericana ha ordenado las 
siguientes medidas: 
 
(i) “iniciar, impulsar, reabrir, 
dirigir, continuar y concluir, 
según corresponda, con la 
mayor diligencia las 
investigaciones y procesos 
pertinentes en un plazo 
razonable, con el fin de 
establecer toda la verdad de 
los hechos y determinar las 
responsabilidades penales 
que pudieran existir, y 
remover todos los obstáculos 
de facto y de jure que 
mantienen la impunidad 
total”;  
 
(ii) “abstenerse de recurrir a 
figuras como la amnistía en 
beneficio de los autores, así 
como ninguna otra 
disposición análoga, la 
prescripción, irretroactividad 
de la ley penal, cosa juzgada, 
ne bis in idem o cualquier 
eximente similar de 
responsabilidad, para 
excusarse de esta 
obligación”; 
 
(iii) “tomar en cuenta el 
patrón sistemático de 
violaciones a derechos 
humanos (…) con el objeto de 
que los procesos y las 
investigaciones pertinentes 
sean conducidos en 
consideración de la 
complejidad de estos hechos 
y el contexto en que 
ocurrieron, evitando 
omisiones en la recolección 
de prueba y en el 
seguimiento de líneas lógicas 
de investigación con base en 
una correcta valoración de los 
patrones sistemáticos que 
dieron origen a los hechos 
que se investigan”; 
 
(iv) “identificar e 
individualizar a todos los 
autores materiales e 
intelectuales (…). La debida 
diligencia en la investigación 
implica que todas las 
autoridades estatales están 
obligadas a colaborar en la 
recaudación de la prueba, por 
lo que deberán brindar al 
juez, fiscal u otra autoridad 
judicial toda la información 
que requiera y abstenerse de 
actos que impliquen la 
obstrucción para la marcha 
del proceso investigativo”; 
 
(v) “asegurarse que las 
autoridades competentes 
realicen las investigaciones 
correspondientes ex officio, y 
que para tal efecto tengan a 
su alcance y utilicen todos los 
recursos logísticos y 
científicos necesarios para 
recabar y procesar las 
pruebas y, en particular, 
tengan las facultades para 
acceder a la documentación e 
información pertinentes para 
investigar los hechos 
denunciados y llevar a cabo 
con prontitud aquellas 
actuaciones y averiguaciones 
esenciales para esclarecer lo 
sucedido en el presente 
caso”; 
 
(vi) “garantizar que las 
investigaciones (…) se 
mantengan, en todo 
momento, bajo conocimiento 
de la jurisdicción ordinaria”;  
 
(vii) “asegurarse que los 
distintos órganos del sistema 
de justicia involucrados en el 
caso cuenten con los recursos 
humanos, económicos, 
logísticos, científicos o de 
cualquier índole necesarios 
para desempeñar sus tareas 
de manera adecuada, 
independiente e imparcial”; 
 
(viii) “asegurar el pleno 
acceso y capacidad de actuar 
de las víctimas o sus 
familiares en todas las etapas 
de la investigación y el 
juzgamiento de los 
responsables”; 
 
(ix) “(publicar) los resultados 
de los procesos 
correspondientes”; 
  
(x) “garantizar a los 
operadores de justicia, así 
como a la sociedad, el acceso 
público, técnico y 
sistematizado a los archivos 
que contengan información 
útil y relevante para la 
investigación en causas 
seguidas por violaciones a los 
derechos humanos”; 
 
(xi) “articular mecanismos de 
coordinación entre los 
diferentes órganos e 
instituciones estatales con 
facultades de investigación, 
así como de seguimiento de 
las causas que se tramiten”; 
 
(xii) “elaborar protocolos de 
actuación en la materia bajo 
un enfoque interdisciplinario 
y capacitar a los funcionarios 
involucrados en la 
investigación de graves 
violaciones a los derechos 
humanos”; 
 
(xiii) “promover acciones 
pertinentes de cooperación 
internacional con otros 
Estados, a fin de facilitar la 
recopilación y el intercambio 
de información, así como 
otras acciones legales que 
correspondan”; 
 
(xiv) “tomar en cuenta los 
impactos diferenciados”; 
 
(xv) “ejecutar las órdenes de 
captura de los presuntos 
responsables que se 
encuentran pendientes y 
emitir las que sean 
pertinentes a efecto de 
enjuiciar a todos los 
responsables”; y 
 
(xvi) “iniciar las acciones 
disciplinarias, administrativas 
o penales, de acuerdo con su 
legislación interna, de las 
posibles autoridades del 
Estado que han obstaculizado 
e impedido la investigación 
debida de los hechos, así 
como los responsables de las 
distintas irregularidades 
procesales” (Masacre de las 
dos Erres Vs Guatemala, 
2009)(Párr.233 b) (Masacre 




iii) Importancia de las 
Comisiones de la 
Verdad para el sistema 
Interamericano 
 
Las CV son “órganos oficiales, 
temporales y de constatación de 
hechos que no tienen carácter 
judicial y se ocupan de investigar 
abusos de los derechos humanos o 
el derecho humanitario que se 
hayan cometido a lo largo de varios 
años” (Myrna Mack Chang Vs 
Guatemala, 2003) (Ibsen Cárdenas 
e Ibsen Peña Vs Bolivia, 2010),  
(Manuel Cepeda Vargas Vs 
Colombia, 2010). Al respecto, tanto 
la Comisión Interamericana como la 
Corte Interamericana han resaltado 
la importancia de las CV como un 
mecanismo extrajudicial de justicia 
transicional, orientado al 
esclarecimiento de situaciones de 
violaciones masivas y sistemáticas 
de derechos humanos. 
 
En ese sentido, en múltiples 
ocasiones ambos órganos se han 
valido de la información 
proporcionada por los informes 
finales de las CV como fuente de 
información y elementos de prueba 
en relación con casos tramitados 
ante el sistema interamericano de 
casos y peticiones (Masacre del 
Mozote y lugares aledaños Vs 
Salvador, 2012) (Contreras y otros 
Vs El Salvador, 2011) (Masacre de 
las dos Erres Vs Guatemala, 2009). 
 
Particularmente, la Comisión 
Interamericana ha destacado en 
reiteradas oportunidades su apoyo a 
iniciativas que buscan investigar y 
esclarecer situaciones de violaciones 
sistemáticas de derechos humanos 
(Manuel Cepeda Vargas Vs 
Colombia, 2010) Párr. 216). En ese 
sentido, la Comisión Interamericana 
ha celebrado la conformación de CV 
en la región y su importancia para la 
garantía del derecho a la verdad 
tanto en su dimensión individual 
como colectiva. En el caso de Brasil, 
por ejemplo, la Comisión señaló 
que: 
 
la creación de una CV es 
como un paso fundamental 
para avanzar en el 
esclarecimiento de los hechos 
del pasado. El derecho 
internacional de los derechos 
humanos, ha reconocido que 
toda persona tiene derecho a 
conocer la verdad. En el caso 
de las víctimas de violaciones 
a los derechos humanos y sus 
familiares, acceder a la 
verdad de lo ocurrido 
constituye una forma de 
reparación. En este sentido, 
la formación de una Comisión 
de la Verdad (…) desarrollará 
un rol fundamental en hacer 
efectivo el derecho a la 
verdad de las víctimas de 
violaciones a los derechos 
humanos cometidas en el 
pasado, así como de todas las 
personas y de la sociedad en 
su conjunto (CIDH, CIDH, 
2012). 
 
En virtud de ello, la Comisión 
Interamericana también indicó 
que: 
 
la divulgación oficial de la 
verdad sobre las violaciones 
pasadas de derechos 
humanos puede desempeñar 
un papel fundamental en el 
proceso de recuperación y 
reconciliación y en sentar las 
bases para el debido 
procesamiento y castigo 
dentro del sistema judicial 
(…). La revelación de tales 
atrocidades perpetradas 
durante el conflicto armado, 
dentro de un informe 
oficialmente aprobado, dará 
al pueblo (…) la posibilidad de 
reflexionar sobre las mismas, 
preparar respuestas 
coherentes y adoptar 
medidas para garantizar la 
paz en el futuro (CIDH, 
Informe Anual de la Comisión 
Interamericana de Derechos 
Humanos, 1996) (Párr. 48) 
 
En el mismo orden de ideas, la Corte 
Interamericana ha considerado el 
establecimiento de una CV como un 
mecanismo importante, entre otros 
existentes, para cumplir con la 
obligación del Estado de garantizar 
el derecho a conocer la verdad de lo 
ocurrido.  
 
En efecto, la Corte Interamericana 
ha sostenido que la instauración de 
una CV, dependiendo del objeto, el 
procedimiento, la estructura y el fin 
de su mandato, puede contribuir a la 
construcción y preservación de la 
memoria histórica, al 
esclarecimiento de hechos y a la 
determinación de responsabilidades 
institucionales, sociales y políticas 
en determinados períodos históricos 
de una sociedad (Zambrano Vélez y 
otros Vs Ecuador, 2007)(Párr. 128), 
(Radilla Pachecho Vs México, 
2009)(Párr. 74). 
 
Bajo estas consideraciones, los 
órganos del sistema interamericano 
han hecho énfasis en la necesidad de 
que las CV puedan acceder, sin 
restricciones, a la información 
necesaria para cumplir con su 
mandato. En ese sentido, la 
Comisión Interamericana indicó 
que: 
 
“cuando un Estado decide 
crear una comisión 
extrajudicial de investigación 
como mecanismo para 
contribuir al derecho a la 
verdad de las víctimas de 
violaciones a los derechos 
humanos y de la sociedad en 
su conjunto, debe garantizar 
el acceso de dicha comisión a 
toda la información necesaria 
para asegurar el adecuado 
cumplimiento de su mandato. 
En particular, dicha comisión 
debe tener acceso pleno a los 
archivos del período que le 
corresponde investigar, 
incluyendo con ello el acceso 
a la información “secreta” o 
“reservada” sobre las 
violaciones de derechos 
humanos cometidas en dicho 
período. En principio, el 
acceso a dicha información, 
debe darse en las mismas 
condiciones que las que 
garantizan el acceso a los 
operadores judiciales que 
investigan violaciones de 
derechos humanos” 
(Demanda ante le Corte 
Interamericna de Derechos 
Humanos, Jose Miguel Gudiel 
Álvarez y otros (Diario 
Militar) Vs Guatemala, 2011) 
 
Asimismo, la Corte Interamericana 
ha señalado que, frente a la 
negativa de las autoridades 
estatales de entregar información 
requerida por una CV, se impide no 
sólo a los familiares de las víctimas 
el esclarecimiento de la verdad por 
vías extrajudiciales, sino que se 
priva a la sociedad en su conjunto de 
conocer la verdad sobre las 
violaciones de derechos humanos 
cometidas. Es así como la Corte 
Interamericana decretó en el Caso 
Gudiel Álvarez y otros (Diario 
Militar) Vs. Guatemala que “al 
impedir a los familiares el 
esclarecimiento de la verdad 
histórica, a través la vía extrajudicial 
establecida por el propio Estado, 
[...] el Estado violó el derecho a la 
integridad personal, consagrado en 
los artículos 5.1 y 5.2 de la 
Convención Americana” (Parr.302). 
 
Sin perjuicio de la importancia y 
utilidad de las CV, tanto la Comisión 
Interamericana como la Corte 
Interamericana han señalado de 
manera reiterada que para respetar 
y garantizar el derecho a la verdad 
se requiere de una efectiva y 
diligente investigación judicial, 
cumplida en un plazo razonable.  
 
Así, la Comisión Interamericana ha 
sostenido que: 
 
pese a la importancia que 
tuvo la Comisión de la Verdad 
para establecer los hechos 
relacionados con las 
violaciones más graves y 
para promover la 
reconciliación nacional, las 
funciones desempeñadas por 
ella, aunque altamente 
relevantes, no pueden ser 
consideradas como un 
sustituto adecuado del 
proceso judicial como método 
para llegar a la verdad. El 
valor de las Comisiones de la 
Verdad es que su creación no 
está basada en la premisa de 
que no habrá juicios, sino en 
que constituyen un paso en el 
sentido de la restauración de 
la verdad y, oportunamente, 
de la justicia (…). Tampoco 
sustituyen la obligación 
indelegable del Estado de 
investigar las violaciones que 
se hayan cometido dentro del 
ámbito de su jurisdicción, de 
identificar a los responsables, 
de imponerles sanciones y de 
asegurar a la víctima una 
adecuada reparación 
(artículo 1(1) de la 
Convención Americana), todo 
dentro de la necesidad 
imperativa de combatir la 
impunidad (CIDH, Informe N° 
136/99, 1999) 
 
De igual forma, la Comisión 
Interamericana ha señalado que: 
 
La CV establecida por el 
Gobierno democrático para 
investigar violaciones a los 
derechos humanos ocurridas 
en el pasado, se ocupó de una 
buena parte del número total 
de casos y otorgó 
reparaciones a las víctimas o 
a sus familiares. No obstante, 
la investigación que realizó 
dicha Comisión sobre casos 
de violación del derecho a la 
vida y las víctimas de otras 
violaciones, sobre todo de 
torturas, se vieron 
desprovistas de un recurso 
legal y de cualquier otro tipo 
de compensación. 
 
Además, esa Comisión no era 
un órgano judicial y su labor 
se limitaba a establecer la 
identidad de las víctimas de 
violaciones al derecho a la 
vida. Por la índole de su 
mandato, esa Comisión no 
estaba habilitada para 
publicar los nombres de 
quienes cometieron los 
delitos ni para imponer 
ningún tipo de sanción. Por 
tal razón, pese a la 
importancia que tuvo para 
establecer los hechos y 
otorgar compensación, no 
puede considerarse a la 
Comisión de Verdad como un 
sustituto adecuado de un 
proceso judicial (CIDH, 
Informe N° 34/96, 1996). 
 
Igualmente, la Corte Interamericana 
ha sostenido que la verdad histórica 
contenida en los informes 
producidos por las CV no completa o 
sustituye la obligación del Estado de 
establecer la verdad y asegurar la 
determinación judicial de 
responsabilidades individuales o 
estatales a través de los procesos 
pertinentes (Zambrano Vélez y otros 
Vs Ecuador, 2007)(Párr.28), por lo 
cual es una obligación del Estado 
iniciar e impulsar investigaciones 





A. El derecho a la verdad se 
deriva de un conjunto de 
derechos establecidos en los 
instrumentos internacionales 
de derechos humanos y su 
garantía depende 
fundamentalmente de la 
implementación de 
mecanismos judiciales como 
respuesta frente a violaciones 
graves de derechos humanos 
e infracciones al DIH.  
 
B. La garantía del derecho a la 
verdad también involucra un 
conjunto de medidas políticas 
y jurídicas orientadas a 
contribuir al esclarecimiento 
de las violaciones de derechos 
humanos, la reparación de las 
víctimas y el fortalecimiento 
de las instituciones 
democráticas. En todas estas 
iniciativas, resulta esencial la 
participación y coordinación 
con las víctimas, sus 
familiares, defensores y 
defensoras de derechos 
humanos, organizaciones de 
la sociedad civil y la sociedad 
en general. 
 
C. La Comisión Interamericana 
tiene el gran compromiso de 
colaborar con los Estados en 
la búsqueda de medidas, que 
garanticen el derecho a la 
verdad en la región y el 
reconocimiento de las 
dificultades vinculadas con el 
juzgamiento de graves 
violaciones de derechos 
humanos e infracciones al 
DIH y el compromiso de 
abordar efectivamente los 
obstáculos que enfrentan las 
víctimas. 
 
D. Los Estados, deben adoptar 
las medidas necesarias para 
garantizar la colaboración de 
todas las instituciones 
estatales en relación con la 
desclasificación de 
documentación y provisión de 
información en los procesos 
investigativos judiciales o 
extrajudiciales en curso o que 
se inicien en el futuro. En el 
caso de graves violaciones a 
los derechos humanos e 
infracciones al DIH en 
contextos transnacionales o 
regionales. 
 
E. De igual forma, los Estados 
deben garantizar condiciones 
adecuadas para la creación y 
funcionamiento a las CV, y 
deben adoptar las medidas 
pertinentes para implementar 
efectivamente las 
recomendaciones formuladas 
por dichas Comisiones, en un 
plazo razonable. 
 
F. Las CV deben realizar la 
clasificación y sistematización 
para obtener archivos 
históricos relacionados con 
violaciones graves a los 
derechos humanos e 
infracciones de DIH, todo esto 
para contribuir con el derecho 
a la verdad de todas las 
víctimas. 
 
G. Es importante que las CV se 
construyan con unas bases 
suficientes de legitimidad 
entre la sociedad y cuente con 
el respaldo y el compromiso 
de todos los actores armados, 
a fin de reconocer y aceptar el 
resultado final. 
 
H. De igual forma, la 
recuperación de la memoria 
colectiva se puede constituir 
en un factor importante para 
las víctimas que han sufrido 
violaciones de sus derechos 
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